Carátula 


SEÑOR PRESIDENTE.- La Comisión de Presupuesto integrada con Hacienda del Senado de la 
República, con motivo del tratamiento del proyecto de Rendición de Cuentas y Balance de Ejecución 
Presupuestal, Ejercicio 2005, remitido por parte del Poder Ejecutivo, tiene el gusto de recibir, en la 
tarde de hoy, a la Corte Electoral, encabezada por su Presidente, doctor Carlos Urruty, acompañado 
por el Vicepresidente, doctor Renán Rodríguez y los señores Ministros, doctor Alberto Maschwitz, 
doctor Washington Salvo, profesor Rodolfo González Rissotto, señores José Mario Orlando y Manuel 
Báez; asisten, además, los contadores Beatriz Barbato, Marcelo Rubio y Daniel Pereyra. 


El motivo de vuestra convocatoria es el tratamiento del proyecto de Rendición de Cuentas 
remitido por parte de la Presidencia de la Corte Electoral. La política de trabajo de esta Comisión es 
escuchar al señor Presidente del organismo o a quien él designe para explicar el mensaje o el 
contenido de los artículos y, posteriormente, los señores Senadores formularán preguntas, si así lo 
desean. 


SEÑOR URRUTY.- Voy a pedir excusas a la Comisión, porque para poder explicar la situación 
verdaderamente grave que está viviendo el organismo, me veo obligado a hacer un poco de historia 
sobre la Corte Electoral. 


En el sistema electoral de cualquier país, para cumplir con sus cometidos, el desarrollo del 
proceso electoral obliga a poner en ejercicio dos tipos de funciones: una de ellas tiene que ver con la 
organización del registro electoral y la organización del acto eleccionario, y la otra, paralela a la 
anterior, está relacionada con el juzgamiento de los actos administrativos que se dictan cuando se está 
organizando el proceso. Tan diferenciables son estos dos tipos de funciones que en algunos países, 
como es el caso de Chile, Perú y México, se ponen a cargo de instituciones distintas. En Chile tenemos 
un Servicio Electoral que organiza las elecciones y un Tribunal Calificador que las juzga. En Perú 
tenemos la Oficina Nacional de Procesos Electorales (ONPE), que organiza las elecciones y el Jurado 
que las juzga; y en México tenemos el Instituto Federal Electoral (IFE) que organiza las elecciones y el 
Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación que las juzga. 


La Corte Electoral se crea por ley en el año 1924 con la finalidad, hasta ese momento, de 
organizar, custodiar, actualizar y depurar el Registro Cívico Nacional. En el año 1925 se le agrega la 
tarea de organizar las elecciones y realizar los escrutinios. Hasta ese momento la Corte llevaba a cabo 
actos administrativos y determinados actos jurisdiccionales, pero en el ámbito interno, llevaron a algún 
administrativista que no vale la pena mencionar, a calificar estos actos como cuasi jurisdiccionales. Sin 
embargo la Corte no era juez de las elecciones, a pesar de haber sido constitucionalizada en 1934, 
porque hasta la Constitución de 1942, inclusive, las Cámaras eran los jueces de las elecciones de sus 
propios integrantes y la Asamblea General era el juez de las elecciones del Presidente y del 
Vicepresidente de la República. 


En 1952, además de todas las tareas vinculadas con la organización del acto eleccionario, a 
la Corte Electoral se le agrega la condición de juez de las elecciones de todos los cargos electivos, de 
los actos de plebiscito y de referendos. A su vez, se le da una jerarquía constitucional que, aplicando 
los conceptos que me enseñó mi profesor de Derecho Constitucional, el doctor Justino Jiménez de 
Aréchaga, puedo decir que reúne todos los requisitos que configuran un Poder de Gobierno. Para que 
haya un Poder de Gobierno no alcanza con que pomposamente se establezca en la Constitución la 
existencia de un poder electoral, cuando de las decisiones de ese poder electoral se puede pedir la 
revocación ante una simple sala de la Suprema Corte. Entiendo que un Poder de Gobierno es tal 
cuando tiene las características de un Poder de Gobierno, aunque no se le denomine de esta manera. 


Con total prescindencia de este tema -que no viene al caso discutir ahora-, es importante 
destacar que quedan de manifiesto estos dos tipos de tareas y, a continuación, voy a explicar por qué 
estoy haciendo esta diferenciación. 


Hasta la década del cuarenta, cuando el destino determinó que yo ingresara a trabajar en la 
Corte Electoral, la única tarea extraordinaria que ésta tenía que llevar a cabo cada cuatro años, era 
organizar la elección nacional y departamental. Obviamente que el padrón de habilitados para votar era 


muy inferior al último correspondiente al año 2006. De todas maneras, para organizar esta tarea 
extraordinaria la Corte Electoral, tres o cuatro meses antes de la elección, tenía la necesidad de 
contratar personal eventual que cesaba después de los escrutinios. Este tema lo conozco muy de 
cerca porque mi padre fue funcionario eventual de la Corte Electoral y sé cuáles eran las 
consecuencias de ese cese, después del escrutinio. 


Esta tarea extraordinaria que tenía la Corte Electoral hasta la década del cuarenta -única tarea 
extraordinaria-, después se vio acrecentada porque, además de otorgar la ciudadanía legal a los 
extranjeros, por una ley del año 1928, el Legislador le otorgó competencia para elegir a las autoridades 
de la Caja de Profesionales Universitarios y de la Caja Notarial de Jubilaciones y Pensiones. Asimismo, 
por una ley del año 1946, se le otorgó competencia para elegir las autoridades de CONAPROLE, 
autoridades universitarias, representantes de los pasivos, activos y empresas ante el Banco de 
Previsión Social, así como para celebrar las elecciones primarias; además, para controlar las 
Asambleas y elecciones de las cooperativas de consumo y las de ahorro y crédito. 


La Corte Electoral tiene que cumplir todas estas tareas con un personal que, en el año 1985 
cuando se recuperó la democracia, era de 1.500 funcionarios, y ahora quedó reducido a 952 
funcionarios. ¿Por qué establecí la distinción entre estas dos tareas y estoy mencionando esto? Porque 
queda en manos de estos 952 funcionarios el cumplimiento de una serie de cometidos en los que 
reposa todo el sistema electoral, democrático y, diría, la paz pública porque, en definitiva, el resultado 
de una elección puede terminar comprometiéndola, tal como está ocurriendo en este continente. Estos 
funcionarios que tienen a su cargo esta importantísima tarea, en el último grado del Escalafón, tienen 
un sueldo líquido de $ 7.087, y después de hacer una carrera administrativa -que no lleva menos de 30 
años-, culminan como Director de Departamento, en el grado máximo del Escalafón, con un sueldo 
líquido de $ 18.903. Aclaro que este monto es menor que el que gana un funcionario de servicio en un 
Ente Autónomo, y en la Corte es el que percibe un funcionario que culmina una carrera administrativa. 


Quiero recalcar que en la Corte Electoral sólo existen cuatro cargos de confianza: los dos 
Secretarios Letrados y los dos Directores de la Oficina Nacional Electoral. Todos los demás 
funcionarios ascienden estrictamente por concurso, tal como está establecido en los reglamentos 
internos de la Corte Electoral. ¿Por qué establecí la distinción? Porque la tarea jurisdiccional, la 
condición de juez de las elecciones que la Corte Electoral adquirió a partir de la Constitución de 1952, 
la cumplimos y la ejercemos los nueve Ministros que integramos el organismo; pero la otra tarea -la 
que en México tiene a su cargo el Instituto Federal Electoral y en Chile el Servicio Electoral-, si bien la 
dirige la Corte Electoral que ejerce la superintendencia directiva correccional, consultiva y económica 
sobre los órganos electorales, la cumplen estos funcionarios, que tienen estos sueldos que acabo de 
exponer. 


Las elecciones no las organizan los Ministros, sino los mandos medios y los funcionarios 
administrativos que trabajan bajo dichos mandos. Entonces, por la distinción y el énfasis que se ha 
puesto en todo, ha resultado evidente que en el Presupuesto se ha ignorado en absoluto a la Corte 
Electoral, incluso en la sanción de artículos que ni siquiera tienen costo. Probablemente, esto obedece 
a que no existe en este momento una sintonía entre los integrantes de la Corte Electoral y los 
funcionarios que tienen a su cargo el diseño de las normas presupuestales que luego entra a 
considerar el Parlamento. No es justo que funcionarios que tienen sueldos misérrimos estén 
soportando las consecuencias de esa falta de sintonía. Hoy en día es imposible que un funcionario que 
cobra $ 7.087 de sueldo líquido pueda mantener una familia, por lo cual la mayoría de ellos, para poder 
hacer frente a las cargas familiares, tienen que tener otro empleo. 


Cuando la Corte Electoral pide autorización para poder pagar a sus funcionarios horas 
extraordinarias, no es porque se estén inventando para remunerar de mejor manera a los funcionarios, 
sino porque sin estas horas las tareas extraordinarias no pueden cumplirse Es absolutamente 
imposible cumplirlas. Esto lo hemos visto con las elecciones universitarias y con las del Banco de 
Previsión Social. No es posible que la Corte Electoral tenga que solicitar, en cada oportunidad en que 
tiene que realizar un acto eleccionario, la sanción de una ley que permita pagar a sus funcionarios el 
horario extraordinario que tienen que cumplir, para poder llevar a cabo en forma eficiente sus 
cometidos. 


Esto es lo que nos lleva a incluir, en esta Rendición de Cuentas, artículos que ya propusimos 
en el Presupuesto sin tener éxito. Podemos entender que la política económica del Gobierno lleve a no 
considerar un aumento a los funcionarios públicos, salvo para determinadas categorías. Cuando se 
sancionó el Presupuesto, insistimos en que no era menos importante que el Poder Judicial, el 
organismo electoral que está contenido en la Constitución en un capítulo que se llama “De la Justicia 
Electoral”. El principal órgano de gobierno previsto en la Constitución es el Cuerpo Electoral. El 
organismo que controla y que tiene el conocimiento de los actos que lleva a cabo el Cuerpo Electoral 
es el organismo electoral. 


Podemos entender el hecho de que no se consideren las normas que pretenden un aumento 
de sueldo; pero no podemos entender el motivo por el cual se llega a trabar el normal funcionamiento 
de la Corte Electoral porque, reitero, sin la posibilidad de extender el horario, la Corte Electoral no 
puede cumplir con sus cometidos. 


Por otro lado, se acaba de suprimir en la última Ley de Presupuesto una norma que se había 
venido sancionando en todas las leyes de presupuesto anteriores, que le permitía a la Corte Electoral 
una reestructura interna siempre y cuando no lesionara la carrera funcional. Esta posibilidad de 
reestructura interna fue la que permitió realizar las elecciones de 2004, porque en Soriano nos 
quedaban seis funcionarios y por la vía de reestructura y sacrificando vacantes de oficinas centrales, 
pudimos recomponer el funcionamiento de la oficina de Soriano. 


Alguien ha mencionado que la facultad de reestructura está prevista en el artículo 9* de la Ley 
de Presupuesto, pero debo decir que en términos que a la Corte Electoral de ninguna manera le sirven, 
ya que requiere presentar un proyecto al Poder Ejecutivo, y la independencia y autonomía que el 
constituyente ha dado a la Corte Electoral no es compatible con el hecho de que, para que ésta pueda 
decretar una reestructura, tenga que pedir autorización al Poder Ejecutivo. 


Vuelvo a pedir disculpas a la Comisión por esta especie de “racconto” que he hecho acerca 
de la historia de la Corte Electoral, porque esto es lo que justifica la existencia y la insistencia en los 
artículos que la Corte Electoral ya proyectó para su presupuesto y que no fueron sancionados -ni 
siquiera los que no tenían costo-, y en los que se vuelve a insistir ahora, cuando se presenta la 
Rendición de Cuentas. 


Con mucho gusto estoy a las órdenes si es que se ingresa a la consideración del articulado. 
Sin embargo, no quería dejar de hacer esta exposición de carácter general porque creo que tengo que 
dejar a salvo la responsabilidad de un organismo como el que tengo el honor de presidir, porque en 
estas condiciones es imposible que la Corte Electoral pueda cumplir con sus cometidos. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Correspondería ahora que el señor Presidente de la Corte Electoral explicara 
el fundamento y la naturaleza de cada uno de los artículos que en el proyecto de Rendición de 
Cuentas, la Corte Electoral ha remitido a consideración del Parlamento. 


SEÑOR URRUTY.- En el artículo 1%, tal como se solicitó en el proyecto de ley de Presupuesto, lo que 
se pretende es que funcionarios que se han denominado “contratados permanentes” -creo que estos 
términos harían remover en su tumba al doctor Sayagués Laso- pasen a integrar el Escalafón. Aclaro 
que no tiene costo sino que, simplemente, se trata de regularizar la situación de funcionarios que por el 
hecho de estar contratados y no escalafonados, están fuera de la carrera administrativa, cuando no 
hay ninguna razón que lo justifique. Debo agregar que la existencia de estos funcionarios ha estado 
determinada, en algún caso, por una ley que se sancionó hace algunos años -no sé si los señores 
Senadores la recuerdan- que decía que cuando el funcionario se acogía a determinados beneficios 
jubilatorios, con él también se iba su cargo. Por lo tanto, estos cargos que quedaron suprimidos por 
esta vía hubo que recomponerlos a través de la contratación. Lo que no se justifica es que estos 
funcionarios queden fuera del Escalafón y reitero que el hecho de regularizar su situación no genera 
ningún tipo de costo porque lo que se está percibiendo por la vía de este contrato permanente, se 
percibiría por la vía del sueldo del funcionario que debe estar en una situación estatutaria y no de 
contratación. 


El artículo 2% procura el aumento de un grado en el Escalafón por las razones que expliqué 
antes, es decir, un Administrativo V, que es el que está en el último grado del Escalafón, percibe en 
este momento $ 7.087 y el funcionario de máxima jerarquía del organismo -el Director del 
Departamento Administrativo- cobra $ 18.903. Lo que se procuraba con este artículo —con el que están 
enrabados el 3” y el 4”- es el aumento de un grado en el Escalafón. 


SEÑOR MICHELINI.- ¿Tiene costo? 
SEÑOR URRUTY.- Por supuesto que sí; el aumento de un grado siempre tiene costo. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Agradeceríamos al señor Presidente de la Corte Electoral que tuviera a bien 
informarnos cuál es el costeo calculado en el caso de los artículos que aparejan un costo. Le hacemos 
esta solicitud para evitar la pregunta posterior que seguramente algún señor Senador hará y, además, 
para facilitar la tarea. 


SEÑOR URRUTY.- El artículo 4* dice: “A estos efectos se incrementará el grupo O en $ 49:675.436”. El 
costo está en el propio artículo. 


Los artículos 3* y 4”, como decíamos, están enrabados con el 2”. 


El artículo 5” está relacionado con la cuota mutual, de la que algunas dependencias del 
Estado gozan, no siendo así para los funcionarios de la Corte Electoral, a los que se pretende hacerla 
extensiva. El costo sería de $ 13:185.600. 


En cuanto al artículo 6”, debemos decir que la Corte Electoral tiene libre disponibilidad de los 
proventos, que son muy exiguos, a pesar de lo cual la norma que estableció esa disponibilidad prohíbe 
destinarlos al pago de remuneraciones. Lo que se procura es volcar el 50% de esos proventos al pago 
de un incentivo para los funcionarios del organismo, el que en ningún caso podrá superar el 25% de 
sus retribuciones sujetas a montepío. En este caso, no hay costo. 


El artículo 7* busca incrementar la prima por asiduidad que perciben los funcionarios. Esta 
prima es importante, en tanto aquellos funcionarios que incurran en cierto número de inasistencias - 
superando determinado tope que la Corte Electoral fijó por vía reglamentaria-, dejarán de cobrarla. 
Nuestra intención es que el aumento de la prima por asiduidad dé como resultado un menor 
ausentismo. Hay que tener en cuenta que a muchos funcionarios les resulta más remunerativo hacer 
alguna “changa” fuera del organismo que venir a trabajar a la Corte Electoral. Este artículo tiene un 
costo de $ 7:310.000. 


El artículo 8” -al que me referí antes- es el que hasta ahora, en todas las leyes de 
Presupuesto sancionadas —excepto en la última-, dio a la Corte Electoral la facultad de disponer la 
reestructura de sus organismos, siempre y cuando mediante esta reestructura no se lesione la carrera 
funcional. Por esta vía, la Corte ha podido recomponer —como ya dije- oficinas que han quedado 
desmanteladas. Los señores Senadores saben que en el interior de la República los funcionarios son 
muy escasos y, sin embargo, son los que, a la hora de organizar una elección, tienen que buscar 
locales, instruir a los funcionarios públicos que van a actuar en las Mesas, preparar las urnas para 
remitir a las Mesas Receptoras, etcétera. En una palabra, toda la tarea de organización de una 
elección es cumplida por un número muy reducido de funcionarios. Como dije anteriormente, ese 
personal había quedado reducido a seis funcionarios en el departamento de Soriano. Por la vía de este 
tipo de reestructura -que se le ha reconocido hasta ahora-, la Corte Electoral podía eliminar vacantes 
en oficinas centrales, en algunas reparticiones donde la ausencia de funcionarios se podía corregir 
recurriendo a otros funcionarios que trabajaran en el mismo departamento. Por esa vía, a expensas de 
esas vacantes, creábamos puestos en oficinas que, de otro modo, no hubieran podido cumplir con su 
tarea. Por lo tanto, este artículo es de fundamental importancia para el funcionamiento del organismo y 
no tiene costo. 


El artículo 9” tiene una redacción un poco ambigua y responde a lo siguiente. La gremial de 
funcionarios electorales ha solicitado un aumento de la prima por permanencia a la orden, que 


permitiría solucionar el problema de las horas extraordinarias. Sería un incremento uniforme para todos 
los grados del escalafón y obligaría al personal a trabajar todas las horas extra que sean necesarias 
para cumplir sus tareas. La Corte Electoral no tiene inconveniente en apoyar este planteamiento de la 
gremial, pero tiene un costo de $ 71:380.705, como se establece al pie del artículo. En 
cierto modo, este costo quedaría sensiblemente reducido si se aumentara la prima por permanencia a 
la orden y la retribución individual de los funcionarios en las sumas que luego se establecen como 
costo de las elecciones, pues habría que detraer el porcentaje más importante de éste, que tanto en las 
elecciones nacionales, como en las primarias o las departamentales está constituido por el pago de las 
horas extraordinarias que tiene que cumplir el personal. De manera que, si bien el aumento de la prima 
por permanencia a la orden tiene un costo anual que es el que aquí se establece, el costo de cada acto 
eleccionario se vería reducido en casi un 70%, que es lo que representa el pago por estas horas 
extraordinarias. 


En la hipótesis de que esta disposición no tuviera viabilidad porque el Parlamento no 
estuviera dispuesto a aprobarla, de todas maneras en el primer inciso de este artículo, se faculta a la 
Corte a pagar horas extraordinarias, ya no con un aumento de la prima por permanencia a la orden, 
sino con el dinero que el Poder Ejecutivo o el Legislador pongan a disposición de la Corte Electoral en 
cada oportunidad en que haya que llevar a cabo un acto eleccionario o haya que proceder a la 
informatización de los registros de la Corte Electoral. Al respecto, no puedo ocultar a la Comisión que 
ya se ha planteado un problema, porque en la Ley de Presupuesto se votó, a título de Fondo de 
Inversiones, un dinero que la Corte había pedido, pero no sólo para inversiones sino para poder 
ingresar diversos registros que es indispensable que se informaticen, tarea que no se puede llevar a 
cabo en el horario normal de funcionamiento de la oficina. 


El caso concreto que ya tenemos planteado es el de la Sección Ciudadanía Legal. Esta tiene 
un fichero que registra el movimiento en materia de ciudadanía de todo un siglo y empieza antes de 
que la Corte Electoral tuviera la facultad de otorgar la ciudadanía, en 1924. En estas fichas, que son de 
cartulina, se registran no sólo las ciudadanías otorgadas, sino también las rechazadas y los 
expedientes que quedaron en suspenso, por los Ministerios en el siglo XIX y por la Corte Electoral a 
partir de 1924, y se realizan no menos de cien consultas diarias a ese fichero. 


En la década del cincuenta la Sección Ciudadanía Legal era una Dirección y había una 
importante cantidad de funcionarios a cargo de ese trabajo, porque los apátridas venían a pedir la 
ciudadanía legal uruguaya. Actualmente la mayoría de la gente que concurre a esa Sección son nietos 
O bisnietos de italianos o de españoles, que solicitan certificados que acrediten que sus antepasados 
no obtuvieron la ciudadanía legal, porque esa es la condición que les ponen en los respectivos 
consulados para poder extenderles determinados beneficios. 


Como comprenderán los señores Senadores, es necesario informatizar ese fichero que 
contiene fichas de cartulina, pero no se puede hacer durante el funcionamiento de la Sección sino que, 
necesariamente, se debe realizar esa tarea contra horario, lo que supone que exista un horario 
extraordinario. Esto se está haciendo, pero el horario extraordinario no se puede pagar porque la Corte 
no tiene autorización para el pago de horas extra, ya que el dinero que se votó fue para realizar 
inversiones y no se puede destinar a gastos de funcionamiento. 


Entonces, a través del primer inciso de este artículo, la Corte está solicitando la facultad para 
poder remunerar las horas extra de sus funcionarios en cada oportunidad en que haya que realizar una 
tarea como ésta, o como la que señalé al principio de mi exposición cuando hablé de las distintas 
tareas que el Legislador ha puesto a cargo de la Corte Electoral, luego de su constitucionalización en el 
año 1934. 


Por otra parte, el artículo 10 procura la creación de 10 cargos de auxiliares de servicio. A este 
respecto podemos decir que la Corte Electoral ya ha tenido que contratar con empresas privadas la 
realización de la limpieza, porque ya no tiene suficientes funcionarios para poder cumplir esa tarea 
dentro del organismo. Los cargos que se pretenden crear ahora es porque tampoco hay funcionarios 
suficientes para los puestos de sereno, portería, mensajería, etcétera. 


El artículo 11 está relacionado con el retaceo que se introdujo en la Ley de Presupuesto a los 
fondos que la Corte había solicitado para cumplir con la tarea de informatización de la Sección 
Ciudadanía Legal y de Registro Electoral, que es de fundamental importancia porque hay que escanear 
las hojas electorales. Desde el año 1924 y a raíz de la reiteración de referendos, de plebiscitos y de 
elecciones que se han realizado, se han remitido en muchas ocasiones las hojas electorales a las 
Mesas Receptoras, lo que ha provocado su considerable deterioro, por lo que es necesario escanear 
estas hojas para tener un duplicado. Además, la informatización del registro electoral permitiría un 
cotejo informático entre el registro electoral y el padrón electoral, que terminaría con las 
desinteligencias que el propio legislador de 1925 previó en el sentido de que en una Mesa Receptora 
pueda estar la hoja electoral y no figurar el nombre en el padrón, o viceversa. Esto se podría cotejar 
muy fácilmente si el registro electoral estuviera informatizado como lo está el padrón. 


El artículo 12 se incluyó en la Ley de Presupuesto a sugerencia de la Oficina de Planeamiento 
y Presupuesto, que dijo que era conveniente que en la ley se consideraran todas las elecciones que 
eran previsibles. Las elecciones que la Corte Electoral puede prever son éstas, ya que no puede hacer 
tal previsión con los referendos y los plebiscitos. En cuanto a estas elecciones, se sabe que es 
necesario hacerlas de aquí a 2009 aunque, por supuesto, en esto no se incluye la elección 
departamental, porque quedaría fuera del período. Obviamente, este artículo tiene costo, pero quiero 
aclarar que de no sancionarse por ley, la Corte Electoral deberá solicitar al Poder Ejecutivo, tal como lo 
ha venido haciendo últimamente, el dinero necesario para poder solventar estas elecciones. 


El problema que se plantea cuando la Corte tiene que solicitar esos montos al Poder Ejecutivo 
es que no se precisa ese dinero para hacer las elecciones en cualquier momento; en realidad, lo 
necesita cuando tiene que empezar a organizar la elección y no cuando faltan quince días para que el 
acto se lleve a cabo. Justamente, eso es lo que ocurrió con las elecciones del Banco de Previsión 
Social, ya que el dinero fue puesto a disposición de la Corte Electoral en esas condiciones, en una 
elección tremendamente compleja, porque los padrones eran deficientes y la mitad de los trabajadores 
no figuraban en ellos, o si estaban incluidos se los identificaba con la cédula de identidad, a pesar de 
que la ley exige expresamente que para figurar en el padrón el documento válido es la credencial 
cívica. Esa situación terminó motivando al Legislador a no aplicar sanciones, en una situación en la que 
si se hubiera procedido en ese sentido, se habría incurrido en una injusticia, en virtud de todos los 
defectos que tuvo la organización del acto electoral. 


Por último, el artículo 13 encara un tema que, desde mi punto de vista, plantea un error, ya 
que la Corte Electoral en modo alguno puede estar comprendida en la disposición que allí se 
menciona. A pesar de eso, como la mayoría de los integrantes de la Corte entendió que el asunto 
podría ser discutible, consideramos conveniente aclararlo. Es evidente que la Corte Electoral no puede 
estar alcanzada por esa disposición, porque la propia Dirección del Registro de Estado Civil, cuando no 
tiene forma de extender una partida de defunción a quien la solicita, le dice que vaya a la Corte 
Electoral para que mediante una búsqueda en el Registro Patronímico, se pueda determinar con 
alguna precisión en qué fecha falleció la persona que está requiriendo la partida de defunción. 
Entonces, es evidente que la Corte Electoral no puede dejar de certificar a las personas que soliciten 
dichas certificaciones cuando en estas haya que hacer alusión a su estado civil. 


Evidentemente, esta disposición debe tener otro alcance y probablemente debe estar dirigida 
a las Intendencias Municipales. De cualquier modo, ante la posibilidad de que al reglamentarse esta ley 
a alguien se le ocurriera incluir a la Corte Electoral, pretendemos señalar al legislador todas las 
consecuencias nefastas que podría tener tal iniciativa. 


SEÑOR SALVO.- Simplemente deseo aportar un dato de la realidad con un fin meramente informativo. 
De los trece artículos que contiene el proyecto, se aprobaron por unanimidad solamente tres: en primer 
lugar, el artículo 6”, que tiene que ver con los incentivos a los funcionarios, cuyo origen sería el de los 
proventos; en segundo término, el artículo 9% que corresponde al renombrado proyecto plus, 
auspiciado por la Asociación de Funcionarios Electorales del Uruguay, y en tercer lugar, el artículo 13, 
al que acaba de referirse el señor Presidente de la Corte Electoral, que se vincula a la prohibición 
establecida en el artículo 261 de la última Ley de Presupuesto. Los demás artículos no han contado 
con la aquiescencia, bien del Ministro Penco, bien de quien habla, bien de ambos. Naturalmente, 
nuestra posición no le quita un ápice a la validez que tiene la mayoría de la Corte. Simplemente, quería 
poner en conocimiento de la Comisión este extremo. 


Muchas gracias. 


SEÑOR MICHELINI.- Tengo varias inquietudes para plantear. En primer lugar, nos preguntábamos, con 
la señora Senadora Dalméás, si el artículo 1% no está integrado al artículo 34 del proyecto de Rendición 
de Cuentas. 


En segundo término, quisiera saber —no necesariamente tienen por qué tener este dato 
ahora-, desde 2003 hasta 2005 —tómese en cuenta que en algunos años hubo elecciones; en otros, 
plebiscitos, y en otros, nada-, qué cantidad de personal tienen y qué montos totales se pagaron, 
efectivamente, en salarios. De esta forma, tendríamos una idea de los promedios en gastos de 
personal. 


Por último, respecto al artículo 13 que manda la Corte Electoral, quisiera saber si por ese 
servicio que brindan cobran algún provento y, en ese caso, quién marca su costo. 


SEÑOR URRUTY.- Aclaro al señor Senador Michelini que todas las certificaciones que tienen relación 
con el sufragio son gratuitas. El único provento que percibe la Corte tiene que ver con la certificación 
que se extiende a los nietos o bisnietos de personas que obtuvieron, o no, la ciudadanía legal, lo cual 
no tiene nada que ver con el sufragio. Cuando alguien viene a pedir un certificado que diga si está o no 
habilitado para votar o si figura o no en el padrón, no se le cobra. 


SEÑOR MICHELINI.- Respecto a las certificaciones que tienen costo, me gustaría saber cuál es su 
valor y quién lo determina. 


SEÑOR URRUTY.- El valor lo ha determinado la Corte Electoral y estos son los proventos a los que me 
refería antes, cuando mencionaba el artículo que establece la posibilidad de destinar el 50% de estos 
proventos a incentivar la prima por asiduidad. El costo de estos certificados es de $ 140. 


SEÑOR PRESIDENTE.- ¿Y cuál es el monto total de recaudación por concepto de estos certificados, 
que es a lo que se refería el señor Senador Michelini cuando le preguntaba sobre la cantidad que 
recauda la Corte? 


SEÑOR URRUTY.- Me acotan los contadores que el monto es de $ 500.000 por año. Es una cifra 
insignificante a los efectos de la remuneración. 


SEÑOR MICHELINI.- Quedaría pendiente lo que se ha pagado en los años 2003, 2004 y 2005 por 
concepto de remuneraciones; seguramente, no deben tener este dato pero podrían acercárnoslo 
cuanto antes. También, restaría responder si el artículo 1% que nos mandó la Corte Electoral, al 
entender de sus representantes, estaría incluido en el artículo 34 que envía el Poder Ejecutivo en el 
proyecto de ley de Rendición de Cuentas. 


SEÑOR URRUTY.- Como no conozco cuál es el contenido del artículo 34 del proyecto que envió el 
Poder Ejecutivo, en este momento no estoy en condiciones de expedirme. 


SEÑOR PRESIDENTE.- No está incluido, producto de que ese artículo dice claramente que los Incisos 
son del 02 al 15. 


SEÑOR SALVO.- La expedición de certificados no relacionados con el sufragio tiene base legal. En 
efecto, el artículo 370 de la Ley N* 16.226, de 29 de octubre de 1991, establece: “La Corte Electoral 
percibirá por la expedición de certificados no relacionados con el sufragio y por proporcionar 
informaciones de archivos requeridas con fines privados, una tasa de N$ 15.000 (nuevos pesos quince 
mil) la que será recaudada por el propio organismo.- Facúltase a la Corte Electoral a reajustar 
semestralmente”, lo que a la sazón ha dado un valor de $ 140. 


Por último, la disposición establece: “La utilización de estos recursos no está limitada al 
ejercicio en que se opere su ingreso y se efectuará de conformidad con las ordenanzas que dicte el 
Tribunal de Cuentas”. 


SEÑOR KORZENIAK.- También con fines puramente informativos, quiero hacer una constancia que 
todavía es puramente personal porque, tal como planteó el señor Presidente y resolvió la Comisión, 
cada una de las Bancadas tiene determinado un día para reunirse en torno a posibles aditivos. 


La mayoría de estos artículos, o casi todos, vinieron, también, como propuesta de la Corte 
Electoral en oportunidad del Presupuesto. Cuando advertimos que no eran incluidos en el Presupuesto, 
naturalmente se nos despertó la inquietud acerca de qué pasaba con cada uno de ellos. Como es 
obvio, nos dirigimos al miembro de la Corte Electoral, doctor Penco, con quien conversamos muchas 
veces sobre ese punto. De esta manera, fui recogiendo una información que ahora es complementada 
con los datos que acabamos de recibir, de los artículos que fueron votados por unanimidad y aquellos 
que no. 


Lo que quiero decir es que, precisamente, hay dos artículos que han sido votados por 
unanimidad en la Corte Electoral. Si mal no recuerdo uno es el 9* -el llamado “proyecto plus”- que 
tiende a atender, precisamente, el trabajo especial -casi no diría extra porque es algo muy regular-, que 
se produce cada vez que hay un acto electoral, de plebiscito o de referéndum. A ese respecto quiero 
decir —por ahora no es posición de nuestra Bancada- que hemos recibido inquietudes de funcionarios 
de la Corte Electoral -prácticamente, de todos- quienes están de acuerdo en que eso debe regularse. 
Sin perjuicio de considerar el texto que trae el artículo 9” u otro, pienso -y es una opinión personal, pero 
más o menos compartida informalmente- que sería un posible aditivo a este proyecto de Rendición de 
Cuentas. 


Lo mismo pasaría con el artículo 13 que es interpretativo. Comparto la opinión del Presidente 
acerca de que nunca podría interpretarse en el sentido de que abarcara a la Corte Electoral la 
prohibición de dar datos sobre el estado civil de las personas, cuando es uno de los cometidos 
atribuidos al organismo; pero si la Corte Electoral entiende que esa aclaración puede ser necesaria 
para evitar una interpretación que, a nuestro juicio, no sería correcta, creo que es un aditivo posible. 


Finalmente, quiero decir que -creo que esta información debería trasmitirse en algún 
intercambio sobre temas de costos como, por ejemplo, los estimados para la aplicación de este artículo 
9”- vienen a mi memoria algunas ideas planteadas en ciertas conversaciones, en el momento en que 
se trató la disponibilidad de fondos para las elecciones del Banco de Previsión Social. Tengo muy 
presente que en aquella oportunidad dijimos —lo digo con certeza, porque uno de ellos fui yo- que no es 
bueno que cada vez que haya una elección, debamos aprobar una norma legal. De manera que, si 
esta Comisión recibiera el planteo —primero nuestra Bancada, también-, creo que sería bueno buscar 
una norma de tipo permanente con una redacción satisfactoria para todos, a esos fines. Lo que quiero 
decir es que hay como una especie de promesa. Incluso estuve revisando los antecedentes de la 
disposición que se dictó para habilitar la disponibilidad de fondos para la realización de las elecciones 
en el Banco de Previsión Social y pude comprobar que hay una constancia expresa, ya que se dice 
“esta es la última vez que lo hacemos así, esporádicamente. Vamos a tratar de buscar una norma 
permanente”. 


Era cuanto quería señalar. 


SEÑOR NICOLINI.- Quisiera que el Ministro Salvo me dijera, si ello es posible, por qué razón no existió 
unanimidad en torno al artículo 1% del proyecto enviado por la Corte Electoral en lo que dice relación 
con el espíritu general de lo contemplado en el artículo 34. 


SEÑOR SALVO..- En su momento creo haber expresado mi posición al respecto. 


En lo que tiene que ver con los cargos de Técnico Médico, hoy por hoy, el organismo sólo 
cuenta con dos médicos que realizan certificaciones únicamente en consultorio, por cuanto el servicio 


de certificación a domicilio está tercerizado. Para cumplir esa labor, desde hace años, la Corte viene 
contratando, otrora al SEMM y actualmente a la UCM. 


Con respecto al Auxiliar ll que revista en Oficinas Centrales, debo decir que una de las tareas 
principales que tiene este tipo de auxiliares es la de limpieza y otra podría ser la de seguridad, servicios 
que también hoy están tercerizados. Entonces, creemos que lo importante es que estas creaciones 
pueden ser la consecuencia de una aplicación cabal de la reestructura o racionalización de la 
distribución orgánica de los cargos de la Corte. Creo que esa es la razón más importante y también la 
más general. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Si ningún otro señor Senador desea hacer uso de la palabra, agradecemos la 
presencia de los integrantes de la Corte Electoral. Quedamos a la espera de la información que ha sido 
solicitada por parte del señor Senador Michelini y adelantamos que respuesta tendrán oportunamente a 
lo peticionado, cuando la Rendición de Cuentas se trate en el seno de la Cámara de Senadores. 


Por último, queremos recordar a los señores Senadores que mañana se reúne la 
Subcomisión de Audiencias, a la hora 9, para recibir a los Defensores de Oficio, y a las 9 y 30 horas 
hará lo propio con el señor Ministro de Ganadería, Agricultura y Pesca y posteriormente con el 
Ministerio de Defensa Nacional, con lo cual terminaremos con nuestra agenda de audiencias al Poder 
Ejecutivo y organismos del artículo 220. 


Sin más, se levanta la sesión. 


(Así se hace. Es la hora 17 y 53 minutos) 


Linea del vie de náaina 
Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


